ACCIÓN DE TUTELA CONTRA TRÁMITE INCIDENTAL DE DESACATO / AUSENCIA DE DEFECTO SUSTANTIVO / ADECUADA APLICACIÓN NORMATIVA / AUSENCIA DE DEFECTO FÁCTICO / ADECUADA VALORACIÓN PROBATORIA - De sentencia de reemplazo / CUMPLIMIENTO DE LA ORDEN DE TUTELA - Imposibilita la apertura del incidente de desacato / AUSENCIA DE VULNERACIÓN DE DERECHOS FUNDAMENTALES

La Sala concluye que no se configura el defecto sustantivo que aducen los accionantes, toda vez que, teniendo en cuenta que el artículo 27 del Decreto 2591 de 1991 se refiere al deber del juez respecto del cumplimiento de la orden impartida en un fallo de tutela, en el caso concreto la Sección Cuarta en efecto analizó lo que ordenó la tutela y lo que se expuso en la sentencia de reemplazo, con lo cual la Sala evidencia la aplicación de la norma antedicha que se alega como desconocida (…) [L]a Sala encuentra que no se configura el defecto [fáctico] alegado, toda vez que (…) la Sección Cuarta analizó tanto la orden de tutela como la sentencia de reemplazo, y en el marco de un análisis comparativo entre la una y la otra, encontró que se había cumplido el fallo que le ordenó a la Subsección “A” de la Sección Tercera de esta Corporación proferir sentencia de reemplazo conforme con los parámetros establecidos (…) Además, teniendo en cuenta que en el estudio que se debe efectuar para determinar si hay lugar o no a dar apertura a un incidente de desacato, basta con que obre algún elemento que le permita inferir al juez que se configura el incumplimiento de la orden de tutela, esta Sala encuentra razonable el análisis que realizó la Sección Cuarta, puesto que, si no advirtió la existencia de señal alguna de incumplimiento, no había lugar a darle apertura al mismo.
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TEMAS: Tutela contra el auto que se abstuvo de abrir un incidente de desacato

SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA

Resuelve la Sala la impugnación interpuesta por la parte accionante contra la sentencia de 15 de julio de 2019 proferida por la Subsección “B” de la Sección Segunda del Consejo de Estado, que i) declaró la falta de legitimación en la causa por activa del señor Óscar Humberto Gómez Gómez para actuar como agente oficioso de la señora Norainy Alejandra Pérez; ii) “rechazó por improcedente” el trámite de la referencia respecto de la sentencia de 19 de julio de 2018; y iii) negó la solicitud de amparo en lo que concierne al auto de 23 de noviembre de 2018 que se abstuvo de abrir un incidente de desacato.

1. ANTECEDENTES

1.1. Solicitud

El 4 de junio de 2019, los señores José Amparo Pérez Ochoa, Desposorio Pérez Ortega, Josehiler Daniel y Paula Andrea Pérez Ramos, Viviana Ramos Remolina, todos por conducto de apoderado, y el señor Óscar Humberto Gómez Gómez en calidad de agente oficioso de la señora Norainy Alejandra Pérez, presentaron acción de tutela con el fin de obtener la protección sus derechos fundamentales al debido proceso, a la igualdad y de acceso a la administración de justicia.

Las mencionadas garantías las consideró vulneradas con ocasión del auto de 23 de noviembre de 2018 proferido por la Sección Cuarta del Consejo de Estado que se abstuvo de abrir el incidente de desacato contra los Magistrados de la Subsección “A” de la Sección Tercera, propuesto por los accionantes tras considerar que la sentencia de reemplazo de 19 de julio de 2018 (adicionada el 27 de septiembre siguiente) no cumplió lo ordenado en el fallo de tutela de 31 de mayo de 2018 proferido por la Sección Quinta de esta Corporación
.

1.2. Hechos

La solicitud de tutela se sustentó en los siguientes hechos que, a juicio de la Sala, son relevantes para la decisión que se adoptará en esta sentencia:

· El 16 de abril de 2004, el señor José Amparo Pérez Ochoa pisó una mina antipersona en el área rural de Cimitarra (Santander), que le produjo algunas lesiones, motivo por el cual él y algunos familiares promovieron acción de reparación directa contra la Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional (expediente No. 68001-23-31-000-2005-01452-00), con el propósito de que se le declarara responsable y se le ordenara resarcir los correspondientes perjuicios.

· El Tribunal Administrativo de Santander, mediante sentencia de 29 de enero de 2015, accedió a las pretensiones allí formuladas, decisión que fue revocada el 14 de septiembre de 2017 por la Subsección “A” de la Sección Tercera del Consejo de Estado, con el argumento de que no se configuró el nexo causal.

· Los accionantes presentaron acción de tutela contra el fallo de 14 de septiembre de 2017 (expediente No. 11001-03-15-000-2017-03213-00), la cual fue resuelta en segunda instancia el 31 de mayo de 2018 por la Sección Quinta de esta Corporación, en el sentido de amparar el derecho fundamental al debido proceso de los accionantes y, en consecuencia, dejar sin efectos el pronunciamiento censurado y ordenarles a los magistrados de la Subsección “A” de la Sección Tercera emitir una nueva decisión de conformidad con los parámetros establecidos en dicha providencia.

Al respecto, es necesario precisar que los parámetros a los que hace referencia el resuelve del fallo de tutela atañen al defecto fáctico que por indebida valoración encontró configurado la Sección Quinta del Consejo de Estado, tras considerar que el análisis que efectuó el juez natural respecto del Oficio 2039 DIVO2-BR5-BIREY-AJ-753 de 4 de octubre de 2006, suscrito por el comandante del Batallón de Infantería 41 General Rafael Reyes Prieto, era “ostensiblemente contrario a su contenido demostrativo”
, a lo que se aunó un análisis sobre las obligaciones contraídas por el Estado colombiano en virtud de la Convención de Ottawa.

· En observancia de la orden de amparo, los mencionados magistrados dictaron una sentencia de reemplazo el 19 de julio de 2018, en la cual negaron nuevamente las súplicas de la demanda, al considerar que en el hecho generador de los agravios no intervino la Administración, debido a que estos se produjeron por actuar de terceros, situación que impedía al Estado responder por ellos, máxime cuando sus obligaciones son relativas, es decir, limitadas a sus capacidades, por cuanto “nadie está obligado a lo imposible”. Esa determinación fue adicionada el 27 de septiembre del mismo año, en cuanto a disponer enviar copia del fallo a la Dirección de Acción Integral contra Minas Antipersona, en aras de que se adelantaran las diligencias necesarias para establecer si al afectado le asistía derecho a recibir indemnización administrativa.

· De conformidad con lo anterior, el 22 de agosto de 2018, los accionantes promovieron incidente de desacato contra los magistrados de la Subsección “A” de la Sección Tercera del Consejo de Estado.

· El 23 de noviembre de 2018, la Sección Cuarta dispuso abstenerse de abrir el incidente de desacato, toda vez que no encontró mérito para tramitarlo, al estimar que la orden se cumplió a cabalidad.

· Los tutelantes impugnaron la antedicha decisión, lo cual se declaró improcedente el 31 de enero de 2019.

1.3. Fundamentos de la solicitud 

A juicio de la parte tutelante, la Sección Cuarta del Consejo de Estado vulneró sus derechos fundamentales, toda vez que, en su sentir, las decisiones censuradas incurrieron por un lado en defecto fáctico y, por otra parte, en defecto sustantivo.
ii) Defecto sustantivo: 

Sostienen que la providencia de 19 de julio de 2018, que decidió la demanda ordinaria adolece de defecto sustantivo porque en ella no se aplicó de manera acertada el artículo 90 de la Constitución Política, toda vez que “como el siniestro rompió el principio de igualdad frente a las cargas públicas, era indispensable que se accedieran a las pretensiones de aquella, lo cual no aconteció”.

Agregó que al abstenerse de abrir el incidente de desacato se desconoció que la “nueva sentencia incurrió en manifiesta violación del precitado art. 27 del decreto 2591 de 1991 al creer que el cumplimiento de un fallo de tutela se satisface con tan solo repetir la sentencia que la justicia constitucional declaró violatoria de los derechos fundamentales”.

Adujo que la providencia de reemplazo censurada desconoció la Constitución Política y la Convención Americana de Derechos Humanos al aseverar que por el hecho de que el Estado Colombiano solicitó y obtuvo una prorroga hasta el año 2021 para completar el desminado, no estaba obligado a cumplir de oficio con sus deberes constitucionales y de derecho internacional.

Asimismo, advirtió que el antedicho fallo le trasladó a la parte demandante la carga de la prueba, desconociendo con ello que ese deber le correspondía al Estado y que, además, estaba probado en el proceso que el Ejército Nacional sabía perfectamente de la existencia de minas en la zona.

ii) Defecto fáctico: 

Señalaron que la providencia de 19 de julio de 2018 no dio estricto acatamiento a lo ordenado en el referido trámite constitucional, pues a pesar de que allí se concluyó que de las pruebas adosadas al expediente ordinario era dable deducir que el área donde se presentó el suceso estaba minada y esto comprometía la responsabilidad patrimonial de la Nación, los magistrados encargados del proceso determinaron lo contrario, circunstancia que imponía abrir el incidente de desacato.

Señalaron que con el fallo de reemplazo no se acató u obedeció el fallo de tutela, puesto que de las consideraciones expuestas se advierte que lo que hizo la Subsección “A” de la Sección Tercera fue contradecir las razones que la Sección Quinta adujo para encontrar configurado el defecto fáctico alegado por los accionantes.

Precisaron que la sentencia de reemplazo incurrió en defecto fáctico al afirmar “que nada hacía sospechar la existencia de minas en el área, pese a que ella misma transcribe el informe militar según el cual el Ejército no solo sabía que el lugar estaba minado, sino que incluso había despegado ya operativos de desminado”. Bajo ese argumento, afirmaron que esa decisión es contradictoria entre sí pues pese a que transcribe un informe militar en el que queda en evidencia que i) el sector donde se presentó el accidente del actor era altamente sospechoso de estar sembrado de minas, ii) el Ejército había llevado a cabo labores de desminado, y iii) las FARC era la organización guerrillera que había sembrado el área de minas; resuelve negar las pretensiones de la demanda de reparación directa.
iii) Violación al derecho a la igualdad

Señalaron que no es admisible que el caso del señor Onofre Zafra Sánchez
 sea resuelto de forma distinta al caso del señor José Amparo Pérez Ochoa, a pesar de que comparten supuestos fácticos y jurídicos idénticos y, fueron representados por el mismo abogado.

1.4. Petición de amparo constitucional 

Las pretensiones de la demanda de tutela son las siguientes:


“[…] Con fundamento en lo expuesto, respetuosamente solicito se les conceda a los demandantes el amparo constitucional deprecado y consiguientemente se disponga que vuelva a dictarse la sentencia con rigurosa sujeción a los lineamientos, conclusiones y disposiciones contenidos en la sentencia de tutela, sin hacerle a ésta la más mínima crítica, glosa, cuestionamiento u observación con estricta sujeción al principio constitucional de la igualdad jurídica respecto de la proferida con anterioridad a favor de ONOFRE ZAFRA SÁNCHEZ, esto es, i) con identidad de sustentación en cuanto a la valoración del informe militar, ii) con identidad de sustentación en cuanto a la interpretación de la prórroga otorgada a Colombia para completar las tareas de desminado, iii) bajo el entendido de que el Estado sabía perfectamente que el área geográfica se hallaba minada y, iv) consiguientemente, en el mismo sentido que aquella otra sentencia […]”
.
1.5. Trámite de la acción 

Con auto de 11 de junio de 2019
, el Magistrado Ponente de la Subsección “B” de la Sección Segunda del Consejo de Estado admitió la acción de tutela, ordenó notificar a los magistrados de la Sección Cuarta y la Subsección “A” de la Sección Tercera del Consejo de Estado, y vinculó como tercero con interés a la Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional.

Asimismo, le reconoció personería al abogado y lo requirió para que informara las razones por las cuales la señora Norainy Alejandra Pérez no está en condiciones materiales de promover su propia defensa.

1.6. Contestaciones 

1.6.1. Sección Cuarta del Consejo de Estado

Por conducto del Magistrado Ponente de los autos censurados de 23 de noviembre de 2018 y 31 de enero de 2019, manifestó que los accionantes no presentaron argumento o cargo alguno en contra del auto mediante el cual la Sección Cuarta se abstuvo de abrir el incidente de desacato, razón por la cual la solicitud de amparo carece del requisito de relevancia constitucional.

1.6.2. La Subsección “A” de la Sección Tercera del Consejo de Estado y el Ministerio de Defensa Nacional, pese a que fueron debidamente notificados, guardaron silencio.

1.7. Fallo impugnado

Mediante fallo de 15 de julio de 2019
, la Subsección “B” de la Sección Segunda del Consejo de Estado resolvió lo siguiente:

“1.º Declárase la falta de legitimación en la causa por activa del señor Óscar Humberto Gómez Gómez, para actuar como agente oficioso de la señora Norayny (sic) Alejandra Pérez, en armonía con lo expuesto en la motivación.

2.º Recházase por improcedente el trámite de la referencia, respecto de la sentencia de 19 de julio de 2018, emitida por el Consejo de Estado (subsección A de la sección tercera) dentro de la acción de reparación directa 68001-23-31-000-2005-01452-00, de acuerdo con las consideraciones.

3.º Niégase el amparo de los derechos constitucionales fundamentales al debido proceso, igualdad y acceso a la administración de justicia de los señores José Amparo Pérez Ochoa, Desposorio Pérez Ortega, Josehiler Daniel y Paula Andrea Pérez Ramos y Viviana Ramos Remolina, en lo atañadero al auto de 23 de noviembre de 2018, dictado por esta Corporación (sección cuarta) dentro del incidente de desacato 11001-03-15-000-2017-03213-02, conforme a la parte motiva”.
i) En cuanto a la falta de legitimación en la causa por activa antedicha, señaló que no se configuraron los requisitos habilitantes de la agencia oficiosa (artículo 10 del Decreto 2591 de 1991).

ii) Frente a la improcedencia de la acción en lo relacionado con la sentencia de reemplazo proferida el 19 de julio de 2018, advirtió que no se cumple con el requisito de la inmediatez, toda vez que entre la ejecutoria de la determinación que lo adicionó (27 de septiembre de 2018) y la presentación del escrito inicial (4 de junio de 2019), transcurrieron 7 meses y 17 días.

iii) En lo concerniente a los autos de 23 de noviembre de 2018 y 31 de enero de 2019, adujo que la determinación de abstenerse de abrir el incidente de desacato no obedece a una interpretación arbitraria o caprichosa de los medios de prueba, toda vez que en la sentencia de reemplazo se valoraron integralmente los elementos que el juez de tutela ordenó, razón por la que no se advierte defecto fáctico alguno.

Precisó que, en la sentencia de tutela de 31 de mayo de 2018, la Sección Quinta del Consejo de Estado no le ordenó a la Subsección “A” de la Sección Tercera emitir un pronunciamiento en el que accedieran a las súplicas de la demanda ordinaria, sino que se dispuso que valoraran integralmente las pruebas, y así fue como se procedió en la providencia de reemplazo, por lo que se imponía no abrir el incidente de desacato.

1.8. Impugnación

Mediante correo electrónico de 17 de septiembre de 2019 enviado a la Secretaría General del Consejo de Estado, el señor Oscar Humberto Gómez Gómez impugnó la sentencia de 15 de julio de 2019 proferida por la Subsección “B” de la Sección Segunda del Consejo de Estado, de conformidad con las siguientes manifestaciones:

(i) En relación con la agencia oficiosa a favor de Norainy Alejandra Pérez, indicó que no guardó silencio por cuanto el 28 de junio de 2019 envió memorial al correo electrónico de la Secretaría General del Consejo de Estado, en el cual advirtió que: (a) no conoce personalmente a Norainy; (b) quien otorgó el poder para su representación el proceso de la tutela previa fue el padre José Amparo Pérez Ochoa, porque en ese momento Norainy era menor de edad; (c) que el señor José Amparo vive en una zona rural del municipio de Tibú, Norte de Santander, quién refirió que no conoce la ubicación de Norainy y que en todo caso, pidió que abogara por ella; y, (d) por las anteriores razones, es que no cuenta con poder otorgado por Norainy, quien no conoce de los fallos judiciales cuestionados.

Indicó que la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha determinado que la agencia oficiosa procede en casos en que al interesado le sea imposible acudir a las instancias judiciales por razones físicas, empero, que lo ha extendido a aspectos geográficos. Lo anterior, por cuanto Norainy Alejandra Pérez ha migrado desde su lugar de origen a otro lugar en búsqueda de mejores oportunidades, y no se cuenta con la información relativa a su ubicación.  

(ii) En cuanto al cumplimiento del requisito de inmediatez, resaltó que este plazo de los 6 meses debe contabilizarse a partir de la fecha en que quedó ejecutoriada la providencia que se pronunció respecto de la apertura del incidente de desacato adelantado por la parte actora contra la Subsección “A” de la Sección Tercera del Consejo de Estado, por el incumplimiento de la orden constitucional al momento de proferir la sentencia de reemplazo.

En ese orden, a su juicio, el término no debe contarse desde la ejecutoria de la providencia de 27 de septiembre de 2018 que adicionó la sentencia de 19 de julio de 2018 expedidas en el proceso de reparación directa, sino a partir de la ejecutoria del auto proferido por la Sección Cuarta de esta Corporación negando la apertura del trámite incidental de 23 de noviembre de la misma anualidad.

Finalmente, advirtió lo siguiente:

“[…] No podía, entonces, la Sección Segunda, en la sentencia que estoy impugnando, aislar la sentencia de la Sección Tercera y el auto de la Sección Cuarta como si se tratara de providencias inconexas, sin relación alguna entre sí, porque – todo los contrario – existe entra las dos un vínculo directo, al punto de que si la sentencia de la Sección Tercera CUMPLIÓ con lo ordenado en el fallo de tutela, el auto de la Sección Cuarta no podía ser sino el que dictó, esto es, el de negarse a abrir el incidente de desacato, pero, en cambio, si la sentencia de la Sección Tercera INCUMPLIÓ con lo ordenado en el fallo de tutela, el auto de la Sección Cuarta no podía ser sino el que precisamente NO dictó, esto es, el de apertura del incidente de desacato.

[…]

Así pues, como lo que se discute en el caso concreto es si la Sección Tercera del Consejo de Estado acató, o no, la orden impartida por la Jurisdicción Constitucional a través de la Sección Quinta mediante su sentencia del 14 de septiembre de 2017, el accionante contaba con la vía legal para la defensa de sus derechos, que era la de promover el incidente de desacato […]”
.
(iii) Respecto al fondo, reiteró los argumentos expuestos en el escrito inicial de la tutela. Manifestó que contrario a lo que indicó la Sección Tercera, en el fallo de tutela proferido por la Sección Quinta quedó en evidencia que luego de un análisis juicioso del acervo probatorio, se concluyó que en el lugar en donde sucedieron los hechos sí habían minas antipersonales y que ello era de pleno conocimiento del Ejército Nacional, “[…] al punto de que incluso había adelantado labores de desminado en la zona era manifiesto […] el riesgo de que alguien de la población civil pisara uno de estos artefactos, los cuales, además, eran inequívocamente sembrados con destino a las tropas […]”. 

Lo anterior, contrario a lo manifestado por la Sección Tercera, dio fundamento a la existencia de los enfrentamientos entre el ejército y la guerrilla en la zona, por tanto, era claro que la mina pisada por el señor José Amparo Pérez Ochoa sí estaba dirigida a atacar a las tropas militares, tal y como se advirtió en el fallo de tutela.

Así, la sentencia de reemplazo de la Sección Tercera no cumplió con lo ordenado en el fallo de tutela, razón por la cual debió darse apertura al incidente de desacato, so pena de desconocer el artículo 27 del Decreto 2591 de 1991 e incurrir en un defecto fáctico.

Señala que la Sección Tercera no dio valor probatorio al informe militar rendido por el Ejército Nacional, en el que “[…] claramente la institución castrense informaba al Tribunal Administrativo de Santander […] que en ese lugar hacían presencia las FARC, que esta organización guerrillera sembraba minas antipersonales en ese lugar y que en ese lugar las tropas del Ejército Nacional realizaban tareas de desminado […]”, tal y como lo analizó la Sección Quinta, en el sentido de indicar que de conformidad con el material probatorio allegado al proceso, daba lugar a concluir “[…] indubitablemente, que la zona donde ocurrió el hecho lesivo, además de la presencia de la insurgencia, podía tener sembradas minas antipersonales […]”.  

Así, concluyó que la autoridad judicial censurada, “[…] en vez de acatar, obedecer y cumplir “el fallo de tutela de 31 de mayo de 2018”, lo que hace… es exponer una serie de argumentos como soporte para desvirtuarlo […]”.
1.9. Trámite en segunda instancia

Mediante auto de 22 de noviembre de 2019, el Magistrado Ponente de esta decisión ordenó el sorteo de conjueces para resolver el impedimento manifestado por los magistrados de la Sección Quinta del Consejo de Estado, Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez, Rocío Araújo Oñate y Carlos Enrique Moreno Rubio.

Con auto de 5 de diciembre de 2019, el Magistrado Ponente y los señores conjueces Antonio Aljure, Jaime Cerón Coral y Alejandro Venegas Franco resolvieron declarar fundado el impedimento de la referencia.

2. CONSIDERACIONES DE LA SALA

2.1. Competencia 

Esta Sala es competente para conocer de la impugnación presentada por la parte actora contra la sentencia de 15 de julio de 2019 proferida la Subsección “B” de la Sección Segunda del Consejo de Estado, de conformidad con el Decreto 2591 de 1991, el Decreto 1069 de 2015, modificado por el Decreto 1983 de 2017 y el Acuerdo 080 de 2019 de la Sala Plena de esta Corporación.

2.2. Cuestión previa

En cuanto a la declaratoria de falta de legitimación en la causa por activa del señor Óscar Humberto Gómez Gómez para actuar como agente oficioso de la señora Norainy Alejandra Pérez, la Sala encuentra que hay lugar a confirmar la decisión del a quo por las razones que se explican a continuación:

El Decreto No. 2591 de 1991
 reguló la agencia oficiosa en el artículo 10, al hablar de la legitimación e interés en este mecanismo constitucional, así:

“[…] La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos. 

También se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud. 

También podrán ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales […]”
.
Para la Sala en el caso concreto, no se dan las condiciones para que proceda la agencia oficiosa, sobre la cual, la Corte Constitucional ha expresado que se deben cumplir unos requisitos
, que los ha explicado de la siguiente manera:

“[…] Cuando la acción de tutela es interpuesta por intermedio de agente oficioso, la jurisprudencia constitucional ha señalado los siguientes elementos normativos: (i) el agente oficioso debe manifestar que está actuando como tal; (ii) del escrito de tutela se debe poder inferir que el titular del derecho está imposibilitado para ejercer la acción de tutela, ya sea por circunstancia físicas o mentales; (iii) la informalidad de la agencia, pues esta no implica que deba existir una relación formal entre el agente y los agenciados; (iv) la ratificación de lo actuado dentro del proceso
. 

Los dos primeros elementos, es decir la manifestación del agente y la imposibilidad del agenciado para actuar son constitutivos y necesarios para que opere esta figura. El tercer elemento es de carácter interpretativo y el cuarto que versa sobre la ratificación, se refiere cuando el agenciado ha realizado actos positivos e inequívocos, esta actitud permite sustituir al agente […]”
.
Ahora, como se indicó en los antecedentes de esta acción, el señor Óscar Humberto Gómez Gómez en el escrito de tutela si bien expresó actuar como agente oficioso de la señora Norainy Alejandra Pérez, no manifestó razón alguna que fuera válida para ello. En efecto, pese a que el actor aduce que allegó un memorial con una serie de argumentos que trascribió en el escrito de impugnación, ninguna de esas razones se encuadran en los requisitos que la Corte Constitucional ha indicado, para tenerlo como tal.

Específicamente para este juez constitucional, en el presente caso, no está presente el elemento, fijado por la Corte, de que “del escrito de tutela se debe poder inferir que el titular del derecho está imposibilitado para ejercer la acción de tutela, ya sea por circunstancia físicas o mentales”, pues el hecho que el señor Gómez Gómez desconozca la ubicación física de la señora Norainy Alejandra Pérez, no permite inferir que aquélla no esté en condiciones de proveer su propia defensa, de conformidad con lo establecido por el artículo 10 del Decreto No. 2591 de 1991, pues no constituye una imposibilidad física o mental, de quién, presuntamente, se le afectó sus derechos con ocasión de las decisiones censuradas.

2.3.
Problema jurídico
En el asunto bajo estudio, corresponde a la Sala determinar si revoca, confirma o modifica la decisión de primera instancia proferida por la Sección Segunda del Consejo de Estado, para lo cual deberá determinar si la autoridad judicial demandada incurrió en los defectos sustantivo y fáctico alegados por los demandantes con ocasión del auto de 23 de noviembre de 2018 que dispuso no dar apertura al trámite incidental de desacato.

Para resolver este problema, se analizarán los siguientes aspectos: i) el criterio de la Sección sobre la procedencia de la acción de tutela contra decisiones judiciales ii) el caso en concreto. 

2.4. La procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial

La Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, en fallo de 31 de julio de 2012
 unificó la diversidad de criterios que la Corporación tenía sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, por cuanto las distintas Secciones y la misma Sala Plena habían adoptado posturas diversas sobre el tema
.

Así, después de un recuento de los criterios expuestos por cada Sección, decidió modificarlos y unificarlos para declarar expresamente en la parte resolutiva de la providencia, la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales
.

Sin embargo, fue importante precisar bajo qué parámetros procedería ese estudio, pues la sentencia de unificación simplemente se refirió a los “fijados hasta el momento jurisprudencialmente”.

Al efecto, en virtud de la sentencia de unificación de 5 de agosto de 2014
, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, decidió adoptar los criterios expuestos por la Corte Constitucional en la sentencia C-590 de 2005 para determinar la procedencia de la acción constitucional contra providencia judicial y reiteró que la tutela es un mecanismo residual y excepcional para la protección de derechos fundamentales como lo señala el artículo 86 Constitucional y, por ende, el amparo frente a decisiones judiciales no puede ser ajeno a esas características. 

A partir de esa decisión, se dejó en claro que la acción de tutela se puede  interponer contra decisiones de las Altas Cortes, específicamente, las del Consejo de Estado, autos o sentencias, que desconozcan derechos fundamentales, asunto que en cada caso deberá probarse y, en donde el actor tendrá la carga de argumentar las razones de la violación.  

Bajo las anteriores directrices se entrará a estudiar de fondo el caso de la referencia, toda vez que en primera instancia los requisitos de procedibilidad adjetiva fueron objeto de análisis y se encontraron superados.

2.5. Caso concreto

De conformidad con el análisis que efectuó la Subsección “B” de la Sección Segunda del Consejo de Estado, se advierte que este se llevó a cabo frente a las siguientes providencias:

i) La sentencia de reemplazo de 19 de julio de 2018 (adicionada el 27 de septiembre siguiente) proferida por el Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección “A”, por medio de la cual se dio cumplimiento al fallo de tutela de 31 de mayo de 2018 proferido por la Sección Quinta de esta Corporación
. La decisión censurada resolvió negar las pretensiones de la demanda de reparación directa promovida por los accionantes contra la Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional, radicado No. 68001-23-31-000-2005-01452-00.

ii) El auto de 23 de noviembre de 2018 de la Sección Cuarta del Consejo de Estado que se abstuvo de abrir el incidente de desacato contra los Magistrados de la Subsección “A” de la sección tercera, propuesto por los accionantes tras considerar que la sentencia de reemplazo no cumplió lo ordenado en el fallo de tutela.

No obstante lo anterior, al analizar con detenimiento el escrito de tutela y la impugnación que se formula, la Sala observa que la censura realmente no se dirige contra la sentencia de reemplazo proferida por la Sección Tercera, como lo entendió el juez constitucional a quo, sino contra el auto de 23 de noviembre de 2018 que se abstuvo de dar apertura al incidente de desacato, desde luego, bajo el entendido de que la sentencia de reemplazo no atendió los lineamientos de la orden de tutela impartida por la Sección Quinta de esta Corporación.

En ese orden de ideas, esta Sala advierte que de acuerdo con la argumentación propuesta por la parte accionante, las razones que fueron expuestas en relación con la sentencia de reemplazo están dirigidas a fundamentar por qué la Sección Cuarta debió darle apertura al incidente de desacato, es decir, no se puede confundir los cuestionamientos que se hacen contra el auto de 23 de noviembre de 2018 con los fundamentos que sustentan esos reparos.

Lo anterior cobra sentido si se tiene en cuenta que en el escrito de impugnación la parte accionante manifestó lo siguiente: “[…] Así pues, como lo que se discute en el caso concreto es si la Sección Tercera del Consejo de Estado acató, o no, la orden impartida por la Jurisdicción Constitucional a través de la Sección Quinta mediante su sentencia del 14 de septiembre de 2017, el accionante contaba con la vía legal para la defensa de sus derechos, que era la de promover el incidente de desacato […]”
. De lo anterior, nótese que hay un reconocimiento expreso de quien promueve la solicitud de amparo en circunscribir la controversia jurídica al auto que se abstuvo de abrir el incidente, pues fue en el marco de este que se propuso el estudio sobre el cumplimiento de la orden impartida por la Sección Quinta.
Además, la Sala encuentra que en el caso de revocar la decisión del a quo y, en consecuencia, acceder a las pretensiones de la acción de tutela objeto de estudio, la orden estaría limitada exclusivamente a que la Sección Cuarta le dé apertura al incidente de desacato, pero no dirigida a que el Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección “A”, profiera sentencia de reemplazo, pues esto implicaría pasar por encima de la competencia que tiene la Sección Cuarta para pronunciarse sobre el cumplimiento o no de la orden de tutela.

i) Defecto sustantivo:

La Corte Constitucional
, ha explicado que el defecto sustantivo se presenta cuando “la autoridad judicial aplica una norma claramente inaplicable al caso o deja de aplicar la que evidentemente lo es, u opta por una interpretación que contraríe los postulados mínimos de la razonabilidad jurídica”
. 
Puntualmente, el defecto sustantivo lo configuran los siguientes supuestos:

a) El fundamento de la decisión judicial es una norma que no es aplicable al caso concreto, por impertinente
 o porque ha sido derogada
, es inexistente
, inexequible
 o se le reconocen efectos distintos a los otorgados por el Legislador
.

b)  No se hace una interpretación razonable de la norma
.

c)  La disposición aplicada es regresiva
 o contraria a la Constitución
.

d)  El ordenamiento otorga un poder al juez y este lo utiliza para fines no previstos en la disposición
.
e) La decisión se funda en una interpretación no sistemática de la norma
.

f) Se afectan derechos fundamentales, debido a que el operador judicial sustentó o justificó de manera insuficiente su actuación.

Procederá entonces el amparo constitucional cuando se acredite la existencia de un defecto sustantivo, en cualquiera de los supuestos que se han presentado anteriormente.

De los argumentos traídos en el escrito de tutela y de impugnación, la parte actora adujo que se desconoció el artículo 27 del Decreto 2591 de 1991, toda vez que el cumplimiento de un fallo de tutela no se satisface con tan solo repetir la sentencia que se ordena revocar, razón por la cual debió darse apertura al incidente de desacato.

Al respecto, la Sala encuentra que esa norma hace referencia al cumplimiento del fallo, para lo cual señala que la autoridad responsable del agravio deberá cumplirlo, so pena que en el marco de un incidente sea sancionada por desacato, hasta que cumpla. En ese sentido, la Sala advierte que el auto cuestionado no desconoció tal precepto, toda vez que previamente a imponer una sanción se debe cumplir con una serie de trámites procesales, precisamente en virtud de los cuales la Sección Cuarta no encontró mérito para abrir el incidente.

Además, dentro de los razonamientos que expuso la Sección Cuarta en la providencia censurada, se señalaron los siguientes:

“[…] Le corresponde al despacho, en consecuencia, decidir si hay lugar a dar apertura al incidente de desacato formulado por el presunto incumplimiento de la orden impartida en la sentencia de tutela del 31 de mayo de 2018, por la Sección Quinta del Consejo de Estado que amparo el derecho Fundamental al debido proceso y, en consecuencia, resolvió:

“(…) ordénase a la referida corporación que en el término de treinta (30) días, contados a partir de la notificación del presente proveído, profiera una decisión de reemplazo que atienda los parámetros expuestos en esta providencia”.

En dicha providencia, la Sección Quinta decretó el amparo porque consideró que el juez natural incurrió en defecto fáctico.

Como se ve, la orden de tutela consiste en emitir un nuevo fallo en el que la Subsección A de la Sección Tercera del Consejo de Estado analizara de nuevo el material probatorio allegado.

La autoridad judicial demandada profirió la sentencia de reemplazo el 19 de julio de 2018, providencia que, luego de ser consultada por el despacho en el sistema de relatoría de la Corporación, se refirió a las pruebas allegadas, a la Convención de Ottawa y a la sentencia de unificación del 7 de marzo de 2018, proferida por la Sección Tercera relacionada con la aplicación de la mencionada convención, y concluyó que no había lugar a declarar la responsabilidad de la administración.

Al respecto, el despacho, estima conveniente transcribir, en extenso la sentencia de reemplazo:

[…]

De la lectura de la sentencia de reemplazo, el Despacho considera que se cumplió la orden de tutela, pues emitió una nueva decisión en la que estudio el material probatorio allegado conforme con los parámetros allí enunciados.

En efecto, la autoridad judicial demandada luego de determinar la existencia del daño, analizó la imputación a la administración y concluyó, luego de analizar las pruebas obtenidas, que no resultaba imputable a la administración porque las mismas no permitieron demostrar que en el lugar del accidente en que resultó afectado el señor Pérez Ochoa la presencia de minas antipersonal y su activación que exigiera la actuación de contención por parte del Ejército Nacional […]”
Nótese que con lo transcrito se observa la labor de comparación que efectuó la autoridad judicial censurada entre la orden de tutela y la sentencia de reemplazo, conforme lo cual advirtió que no existía el incumplimiento alegado por la parte actora y, en consecuencia, no había lugar a sanción alguna para los magistrados de la Subsección “A” de la Sección Tercera del Consejo de Estado.

La Sala concluye que no se configura el defecto sustantivo que aducen los accionantes, toda vez que, teniendo en cuenta que el artículo 27 del Decreto 2591 de 1991 se refiere al deber del juez respecto del cumplimiento de la orden impartida en un fallo de tutela, en el caso concreto la Sección Cuarta en efecto analizó lo que ordenó la tutela y lo que se expuso en la sentencia de reemplazo, con lo cual la Sala evidencia la aplicación de la norma antedicha que se alega como desconocida.

ii) Defecto fáctico:

Esta Sala en decisión de 12 de noviembre del 2015
 precisó los alcances y requisitos que deben atenderse al momento de alegarse la ocurrencia de un defecto fáctico en una providencia judicial, los cuales son traídos a colación en la presente decisión:

Los eventos de configuración del defecto fáctico son: i) omisión de decretar o practicar pruebas indispensables para fallar el asunto; ii) desconocimiento del acervo probatorio determinante para identificar la veracidad de los hechos alegados por las partes; iii) valoración irracional o arbitraria de las pruebas aportadas; y iv) dictar sentencia con fundamento en pruebas obtenidas con violación del debido proceso. 

De conformidad con la sentencia de 11 de febrero de 2016
, estos aspectos tienen características que se transcriben a continuación:

	Evento
	Características

	Omisión de decreto y práctica de pruebas indispensables para fallar el asunto


	Se da cuando la parte, con el fin de probar los hechos que alega, solicitó al juez el decreto de una prueba relevante para resolver el problema jurídico sometido a consideración, y ésta fue negada; ello sin desconocer la facultad del juez ordinario de negar pruebas que no atiendan los requisitos de conducencia, pertinencia e idoneidad. Así las cosas, es importante considerar que no toda negativa a un decreto de pruebas abre la posibilidad a la configuración del defecto, ya que éste procederá cuando se rechace el decreto y práctica de la prueba que, solicitada oportunamente, no cumpla con los parámetros arriba señalados.

De esta manera, se requiere:

a) Que la parte identifique el elemento probatorio que solicitó

b) Que la parte demuestre que lo solicitó en oportunidad legal

c) Se expongan las razones por la cuales la prueba solicitada era conducente, pertinente o idónea.

d) Señalar de manera razonada la razón por la cual, de haberse decretado la prueba, el sentido de la decisión hubiere sido otro.

	Desconocimiento del acervo probatorio determinante para identificar la veracidad de los hechos alegados por las partes
	Se presenta cuando, obrando los elementos de convicción en el expediente, y estos resultan decisivos frente a los hechos que se pretenden probar, éstos no son tenidos en cuenta por el fallador ordinario. En este punto, se requiere que de forma específica, se concrete en el escrito de amparo, cuales pruebas, aportadas oportuna y legalmente, fueron desconocidas por el juez.

Así las cosas, se configura siempre que:

a) Se identifiquen los elementos de prueba no valorados por el juez.

b) Se demuestre que éstos fueron aportados en forma legal y oportunamente al proceso

c) Señale las razones por las cuales eran relevantes para la decisión

d) Se precise, razonadamente, la incidencia de los mismos para variar el sentido del fallo.

	Valoración irracional o arbitraria de las pruebas aportadas


	Procede cuando, a la luz de los postulados de la sana crítica, la apreciación efectuada por el fallador, resulta manifiestamente equivocada o arbitraria, y por ello, el peso otorgado a la prueba se entiende alterado.

Se requiere entonces que:

a) La parte precise cual o cuales de las pruebas fueron objeto de indebida valoración por el juez

b) La razón del por qué, en cada caso en particular, la consideración del operador judicial se aleja de las reglas de la lógica, la experiencia y la sana crítica.

El segundo de los elementos señalados, resulta de vital importancia, pues es claro que un sencillo desacuerdo en relación con la conclusión a la cual arribó el juez de instancia, en ninguna manera puede ser razón para ordenar el amparo constitucional por este aspecto. Aceptar lo contrario, implicaría una sustitución arbitraria del juez natural.

c) Incidencia de la prueba en el fallo atacado

	Dictar sentencia con fundamento en pruebas obtenidas con violación del debido proceso


	Refiere al supuesto cuando el fallador de instancia decide el asunto con base en pruebas que no observaron los requisitos legales para su producción o introducción al proceso. Así las cosas, el juez no ignora la prueba ni se equivoca en su apreciación, pero yerra al haberla tenido en cuenta para decidir el problema jurídico que le fue planteado, al ser ésta una prueba que desconoce el debido proceso de las partes.

Para su configuración corresponde señalar:

a) Señalar con claridad los elementos probatorios aportados con violación al artículo 29 constitucional.

b) Exponer las razones que sustentan dicha vulneración.

c) Demostrar que estos elementos de convicción fueron el sustento de la decisión.


Conforme el anterior cuadro, la Sección señaló:

“Como se ve en los elementos señalados, la parte accionante debe precisar mínimamente en su escrito el cargo que plantea, para demostrar no solo la configuración del defecto, sino también, su incidencia en la decisión judicial.

Lo anterior se suma a la exigencia de una carga argumentativa razonable para lograr la prosperidad del cargo, toda vez que, en el caso de una tutela contra una providencia judicial, están en juego valores importantes para el ordenamiento jurídico, como lo son la cosa juzgada, los derechos de terceros, la seguridad, la buena fe y los derivados de los artículos 1º, 2º, 4º, 5º y 6º de la Constitución.

Así mismo, debe ser cuidadoso el interesado al formular el cargo, en la medida en que los supuestos de hecho hasta aquí mencionados, se excluyen entre sí, de tal manera que no será posible alegar uno y otro respecto de una misma prueba, como suele ocurrir, pues además de ser desacertado, genera confusión al fallador”.

Ahora bien, en el caso concreto los accionantes indicaron que este defecto se configuró porque la providencia de 19 de julio de 2018 no dio estricto acatamiento a lo ordenado en el referido trámite constitucional, circunstancia que imponía abrir el incidente de desacato. Al respecto, la Sala considera que según el argumento planteado por la parte actora, este se encuadra en una indebida valoración del acervo probatorio, en concreto, de la sentencia de reemplazo.

Frente al punto, la Sala encuentra que no se configura el defecto alegado, toda vez que como quedó expuesto en la trascripción hecha al estudiar el anterior cargo, la Sección Cuarta analizó tanto la orden de tutela como la sentencia de reemplazo, y en el marco de un análisis comparativo entre la una y la otra, encontró que se había cumplido el fallo que le ordenó a la Subsección “A” de la Sección Tercera de esta Corporación proferir sentencia de reemplazo conforme con los parámetros establecidos.
En ese sentido, la autoridad judicial censurada para efectos de determinar si hubo o no cumplimiento de la tutela, estudió los dos fallos antedichos y, por ejemplo, al advertir que la orden de la Sección Quinta fue que la Sección Tercera analizara de nuevo el material probatorio allegado y la Sección Tercera estudió las pruebas allegadas, la Convención de Ottawa y la sentencia de unificación del 7 de marzo de 2018; advirtió que no se configuraba el incumplimiento de la orden de amparo.

Además, teniendo en cuenta que en el estudio que se debe efectuar para determinar si hay lugar o no a dar apertura a un incidente de desacato, basta con que obre algún elemento que le permita inferir al juez que se configura el incumplimiento de la orden de tutela, esta Sala encuentra razonable el análisis que realizó la Sección Cuarta, puesto que, si no advirtió la existencia de señal alguna de incumplimiento, no había lugar a darle apertura al mismo.

Asimismo, la Sala precisa que si bien no comparte la aseveración que se hace en la sentencia de reemplazo
, según la cual: “[…] Lo antes expuesto permite desvirtuar lo dicho en el fallo de tutela del 31 de mayo de 2018, en cuanto a que el material probatorio aportado al proceso “daba lugar a concluir indubitablemente, que la zona donde ocurrió el hecho lesivo, además, de la presencia de la insurgencia, podía tener sembradas minas antipersonales”, pues como se vio a lo largo de esta sentencia, i) no se tiene claro dónde ni cómo ocurrieron los hechos en que resultó lesionado el señor Pérez Ochoa, ii) el territorio donde ejercía jurisdicción el Batallón de Infantería 41 Rafael Reyes Prieto comprendía 6.296 kilómetros cuadrados, lo cual tornaba imposible que ubicara y desactivara todos y cada uno de los artefactos sembrados en ese lugar […]”; porque ello constituye una confrontación total con la decisión proferida en sede de tutela el 31 de mayo de 2018, en todo caso, se acepta que la nueva valoración desde la perspectiva de las demás piezas procesales, esto es, el Oficio 2214 BR5-BIREY-0P-375 de 3 de noviembre de 2006
, suscrito por el Oficial de Operaciones, Mayor Freddy Fernando Gómez Gamba, resulta acorde con el ámbito de autonomía judicial, que permitió a dicha Sala arribar a la misma conclusión que la expuesta en la sentencia inicial y a la Sección Cuarta a advertir que hubo una nueva valoración del material probatorio allegado al proceso y, en consecuencia, abstenerse de abrir el incidente de desacato.

En ese sentido, el defecto alegado no se encuentra configurado, pues la decisión de la autoridad judicial censurada se fundamentó en el análisis comparativo entre la orden de tutela y la sentencia de reemplazo, sin encontrar mérito para dar apertura al incidente de desacato. Decidir lo contrario, desconocería que la tutela contra providencia judicial reviste un carácter excepcionalísimo y que en virtud de ella el juez constitucional no puede invadir la competencia del juez ordinario e imponer su criterio sobre este, máxime si se tiene en cuenta que la argumentación expuesta en la providencia censurada es clara, suficiente, razonada y responde a la independencia y autonomía de la que goza el juez al momento de la valoración probatoria.

Finalmente, en relación con la vulneración al derecho a la igualdad que alegó la parte actora en su escrito de tutela relacionado con que no es admisible que el caso del señor Onofre Zafra Sánchez
 sea resuelto de forma distinta al caso del señor José Amparo Pérez Ochoa, a pesar de que comparten supuestos fácticos y jurídicos idénticos y, fueron representados por el mismo abogado; la Sala advierte que esto fue propuesto y objeto de estudio en el marco de la tutela identificada con el radicado No. 11001-03-15-000-2017-03213-00, por lo cual no puede este juez constitucional reabrir el debate frente a esta censura, máxime si se tiene en cuenta que lo que se debate en la presente solicitud de amparo es el auto que se abstuvo de dar apertura al incidente de desacato.
2.6. Conclusión 

De conformidad con lo expuesto en precedencia, la Sala i) confirmará los numerales 1º y 3º de la sentencia de 15 de julio de 2019 relacionados, respectivamente, con declarar la falta de legitimación en la causa por activa del señor Óscar Humberto Gómez Gómez para actuar como agente oficioso de la señora Norainy Alejandra Pérez y negar el amparo en lo que concierne al auto de 23 de noviembre de 2018; y ii) revocará el numeral 2º de la sentencia de 15 de julio de 2019 concerniente al “rechazó por improcedente” del trámite de la referencia respecto de la sentencia de 19 de julio de 2018.


3. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

FALLA:
PRIMERO: CONFIRMAR los numerales 1º y 3º de la sentencia de 15 de julio de 2019 relacionados, respectivamente, con declarar la falta de legitimación en la causa por activa del señor Óscar Humberto Gómez Gómez para actuar como agente oficioso de la señora Norainy Alejandra Pérez y negar el amparo en lo que concierne al auto de 23 de noviembre de 2018, por las razones expuestas en esta providencia.

SEGUNDO: REVOCAR el numeral 2º de la sentencia de 15 de julio de 2019 concerniente al “rechazó por improcedente” del trámite de la referencia respecto de la sentencia de 19 de julio de 2018, de conformidad con la parte motiva de este fallo.
TERCERO: NOTIFICAR a las partes y a los intervinientes en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

CUARTO: Dentro de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria de esta providencia, REMITIR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

LUIS ALBERTO ÁLVAREZ PARRA
Magistrado
ANTONIO ALJURE SALAME

Conjuez

JAIME CERÓN CORAL
Conjuez

ALEJANDRO VENEGAS FRANCO
Conjuez
� Radicado No. 11001-03-15-000-2017-03213-01.


� De la parte motiva de dicho fallo se lee:





“[…] Sin embargo, la Sala advierte que no es esta la situación que fue materia de debate en el trámite ordinario, ya que, como bien se explicará en los siguientes párrafos, y contrario a lo que concluyó la autoridad judicial demandada, el contenido de las pruebas aportadas al proceso daba lugar a concluir, indubitablemente, que la zona donde ocurrió el hecho lesivo, además de la presencia de la insurgencia, podía tener sembradas minas antipersonales, luego era previsible la potencial ocurrencia de un daño.





[…]





Entonces, al menos para esta Sala, no hay modo de concluir cosa diferente a que la zona de los hechos podría estar minada, y que tal práctica tenía como fin protegerse, intimidar a la población civil y controlar el sector […]”.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección “C”, sentencia de 25 de febrero de 2019, radicado No. 68001-23-31-000-2006-01051-01, M.P. Jaime Orlando Santofimio. Resolvió acceder a las pretensiones del accionante.


� Folio 17.


� Folios 83 y 84. 


� Folios 93 a 95.


� Notificado por correo electrónico enviado el 12 de septiembre de 2019.


� Folios 141 y 143.


� Presidencia de la República. (19 de noviembre de 1991). «Por el cual se reglamenta la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política». DO. 40.165.


� Énfasis de la Sala.


� Corte Constitucional. (11 de enero de 2013). Sentencia T-004 - Expediente No. T-3.595.542. [MP. Mauricio González Cuervo].


� «Sentencias T-109 de 2011, T-531 de 2002, T-452 de 2001, T-342 de 1994, T-414 de 1999, T-422 de 1993, T-421 de 2001, T-044 de 1996 y T-088 de 1999, entre otras».


� Negrilla con subrayado de la Sala.


� Sala Plena. Consejo de Estado. Ref.: Exp. No. 11001-03-15-000-2009-01328-01. ACCIÓN DE TUTELA - Importancia jurídica. Actora: NERY GERMANIA ÁLVAREZ BELLO. Magistrada Ponente: María Elizabeth García González. 


� El recuento de esos criterios se encuentra en las páginas 13 a 50 del fallo de la Sala Plena antes reseñada. 


� Se dijo en la mencionada sentencia: “DECLÁRASE la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, de conformidad con lo expuesto a folios 2 a 50 de esta providencia”.


� Consejo de Estado. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Sentencia de 5 de agosto de 2014, Ref.: 11001-03-15-000-2012-02201-01 (IJ). Acción de tutela-Importancia jurídica. Actor: Alpina Productos Alimenticios. Magistrado Ponente: Jorge Octavio Ramírez Ramírez.


� Radicado No. 11001-03-15-000-2017-03213-01.


� Folios 141 y 143.


� Corte Constitucional, Sentencia SU-195 del 12 de marzo de 2012. M.P. Dr. Jorge Iván Palacio Palacio 


� Corte Constitucional, Sentencias SU.159 del 6 de marzo de 2002. M.P. Manuel José Cepeda Espinosa, T-043 del 27 de enero de 2005, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra, T-295 del 31 de marzo de 2005, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa, T-657 del 10 de agosto de 2006, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra, T-686 del 31 de agosto de 2007, M.P. Jaime Córdoba Triviño, T-743 del 24 de julio de 2008, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa, T-033 del 1º de febrero de 2010, M.P. Jorge Iván Palacio Palacio, T-792 del 1º de octubre 2010, M.P. Jorge Iván Palacio Palacio entre otras.


� Corte Constitucional, Sentencia T-189 del 3 de marzo de 2005. M.P. Manuel José cepeda Espinosa.


� Corte Constitucional, Sentencia T-205 del 4 de marzo de 2004. M.P. Clara Inés Vargas Hernández.


� Corte Constitucional, Sentencia T-800 del 22 de septiembre de 2006, M.P. Jaime Araújo Rentería.


� Corte Constitucional, Sentencia T-522 de 2001M.P. Manuel José Cepeda Espinosa.


� Corte Constitucional, Sentencia SU-159 del 6 de marzo de 2002. M.P. Manuel José Cepeda Espinosa.


� Corte Constitucional, Sentencias T-051 del 30 de enero de 2009. M.P. Manuel José Cepeda Espinosa y T-1101 del 28 de octubre de 2005, M.P. Rodrigo Escobar Gil.


� Corte Constitucional, Sentencia T-018 del 22 de enero de 2008, M.P. Jaime Córdoba Triviño.


� Corte Constitucional, Sentencia T-086 del 8 de febrero de 2007, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa.


� Corte Constitucional, Sentencia T-231 del 13 de mayo de 1994. M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz.


� Corte Constitucional, Sentencia T-807 del 26 de agosto de 2004. M.P. Clara Inés Vargas.


� Consejo de Estado, sentencia del 12 de noviembre de 2015, M.P. Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez, Radicación No. 11001-03-15-000-2015-01471-01.


� Consejo de Estado, sentencia del 11 de febrero de 2016, M.P. Rocío Araújo Oñate, Radicación No. 11001-03-15-000-2015-03442-01.


� Folio 632 del cuaderno 4 del expediente en préstamo del proceso ordinario.


� Ibídem. Folio 629.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección “C”, sentencia de 25 de febrero de 2019, radicado No. 68001-23-31-000-2006-01051-01, M.P. Jaime Orlando Santofimio. Resolvió acceder a las pretensiones del accionante.





